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SEÑOR PRESIDENTE (Orrico).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Tiene la palabra el señor Diputado Cantero por una cuestión previa. 


SEÑOR CANTERO PIALL.- Esperé el retorno del Presidente para hacer este planteamiento; tiene que 
ver con una carpeta a estudio de la Comisión que fuera archivada hace algunas semanas, vinculada con 
un recurso presentado por una cantidad de ciudadanos de Montevideo contra el Decreto N” 33.209 de 
la Junta Departamental de Montevideo. 


El recurso se presentó durante el receso, por lo que había plazos suspendidos. Posteriormente, la Comisión 
pidió antecedentes, tanto a la Corte Electoral, para verificación de firmas, como a la Junta Departamental. 
Esos antecedentes vinieron, pero la Comisión nunca trató el punto, y hace algunas semanas la Cámara 
archivó esa carpeta. 


Entiendo que recibidos los antecedentes, la Presidencia de la Mesa debió informar que estaban corriendo los 
plazos correspondientes, y, por ende, en la Comisión también tendríamos que haber establecido cuándo 
vencerían los plazos para tomar una resolución. 


No voy a ingresar a la cuestión de fondo, pero quiero hablar en términos genéricos acerca de estos recursos. 
Considero que, en estos casos, un cuerpo o una comisión legislativa siempre deberían expresarse, por sí o por 
no. Creo que ante estos movimientos ciudadanos como en este caso, que por un artículo constitucional se 
establece un mínimo de mil firmas, en el caso de que se aplique el instituto de la iniciativa popular previsto 
en nuestra Constitución, el Parlamento, por sí o por no, debe expedirse. 


Por eso, llamo la atención a nosotros mismos para que respetemos los movimientos ciudadanos, la expresión 
de la ciudadanía a través de institutos consagrados en la Constitución de la República. 


En este caso, la carpeta ya se archivó y no vamos a modificar la situación, pero llamo la atención acerca del 
respeto que debemos a los ciudadanos organizados que promueven una acción conforme a determinados 
argumentos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Naturalmente, los plazos son públicos, se establecen en las leyes, por lo que la 
Presidencia fue dando, a través de Secretaría, las diversas noticias de la llegada de las ampliaciones de 
información que se solicitaban. 


Me parece muy bien que se plantee que los recursos se deban tratar. No obstante, tengo más años de opositor 
el señor Diputado Bayardi más aún que de oficialista, y puedo asegurar que durante muchos años hubo 
recursos que directamente no se trataron, y así hay habría que tomarlo, porque tratar un recurso o no 
presupone una decisión política. 


Por lo tanto, se acepta el planteamiento, porque el señor Diputado Cantero Piali tiene todo el derecho de 
hacerlo, pero quiero aclarar que desde el punto de vista reglamentario, la Presidencia cumplió a rajatabla lo 
que establece el Reglamento. 


SEÑOR BAYARDI.- Comparto la apreciación del señor Diputado en cuanto a que los recursos, por sí o 
por no, hay que tratarlos. 


En este caso, nuestra fuerza política entendió que el recurso no correspondía desde el momento en que se 
aprobó una ley que ratificó los mismos Municipios que estaban contenidos en el decreto. Por lo tanto, una 
vez aprobada la ley, creo que tendría que haberse procedido por el lado de la inconstitucionalidad, más que 
por la posibilidad constitucional de que mil ciudadanos puedan recurrir los decretos del Gobierno 
Departamental, como en este caso, que se trataba de un decreto de la Junta Departamental, aprobado a 
instancias del Intendente, que había fijado los límites del Municipio, y que lo que se cuestionaba era la 
extensión de los Municipios a la zona rural del departamento. 


Si bien no lo abordamos, dejo constancia de que comparto el criterio planteado por el señor Diputado Cantero 
Piali en cuanto a que la Cámara debería expresarse por sí o por no en el caso de la presentación de un 
recurso. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- En cuanto a la apreciación del Presidente de que algunos recursos no se 
trataban, creo que la Cámara procedió mal y no sería un ejemplo a seguir. Creo que hay que tratar de 


pronunciarse. 


De todas formas, creo que la Presidencia debió haber informado que, llegados los antecedentes, el plazo 
vencería en tal fecha. 


Por otra parte, en cuanto a lo que dijo el señor Diputado Bayardi, se podría haber discutido si esa cuarta o 
quinta ley de descentralización dejaba sin efecto los límites, y hubiera sido una buena discusión para concluir 
si procedía este recurso. 


Se entra al orden del día. 


Se pasa a considerar el asunto relativo a: “Personal Militar.- (Se faculta al Poder Ejecutivo a encomendarle el 
cumplimiento de funciones transitorias de guardia perimetral y control de acceso a cárceles penitenciarias y 
centros de recuperación)”. 


Al Poder Ejecutivo le urge la aprobación de este proyecto, y por eso se comunicó que se trataría como primer 
punto del orden del día. 


Traté de avisar con la mayor antelación posible; creo que se comunicó el mismo lunes. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Efectivamente, el lunes la Secretaría nos comunicó que se modificaría el 
orden del día. Los antecedentes, por lo menos a mí, me llegaron ayer de tarde, aunque creo que la 
Secretaría hizo todo lo posible para que llegaran antes. 


El tiempo me dio para revisar el proyecto pero no para analizar el resto de los documentos, por lo menos, con 
la profundidad que este tema amerita. 


De todos modos, consultamos a los Senadores de nuestro Partido para conocer el trámite que tuvo en el 
Senado. 


Quiero saber si la idea del oficialismo es votar este proyecto hoy mismo o empezar a intercambiar opiniones. 
Si bien comparto la urgencia, me sería muy útil discutir hoy el proyecto y aprobarlo la semana que viene. 


SEÑOR BAYARDI.- Nuestra voluntad es que a la brevedad se pueda enviar el proyecto al plenario. 
Por lo tanto, no tendríamos problema en comenzar a discutir el proyecto ahora y definir el miércoles 
próximo, pero queremos aprobarlo este mes, lo antes posible, para no tener que estar en las fiestas 
pensando en convocar expresamente al Cuerpo. 


SEÑOR PEREYRA.- Quiero recordar a la Comisión que además de la sesión de hoy nos quedan dos 
más, el 14 y el 15. Por lo tanto, la Comisión debería manejarse con esos plazos para evitar la 
convocatoria a una sesión extraordinaria. 


Por otra parte, si bien la Cámara dio entrada al proyecto ayer y hoy ingresó a la Comisión, todos sabemos que 
ingresó el 9 de setiembre al Senado. Inclusive, el señor Ministro anunció en esta Comisión cuáles serían sus 
ejes conceptuales. Es decir que hace seis meses que conocemos la iniciativa y sus detalles, porque cuando el 
señor Ministro del Interior compareció en esta Comisión para explicar el proyecto de ley de emergencia 
carcelaria, ya habló al respecto. A su vez, durante dos meses se intercambiaron ideas a este respecto en el 
Senado, y nosotros pudimos interiorizarnos de la iniciativa en esa instancia. No estamos planteando votar hoy 
sino hacer el esfuerzo para que los legisladores tengan todos los elementos a fin de que el proyecto sea 
considerado en la Cámara lo antes posible. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- Es cierto que se sabía que este proyecto estaba en discusión en el Senado, pero 
eso no implica que nosotros debamos estudiarlo, porque vamos siguiendo los temas que están a nuestra 
consideración. No está en mi ánimo es conocida la posición del Partido Nacional respecto a este tema 
dilatar la consideración de este proyecto, pero me parece indispensable contar con todo el material. 


Durante toda la tarde de ayer estuve tratando de conseguir la versión taquigráfica de la Comisión del Senado 
que trató este tema. Mis Secretarias buscaron en la página “web” del Parlamento y allí no las encontraron. A 
la Comisión del Senado comparecieron en forma conjunta los señores Ministros del Interior y de Defensa 
Nacional, y para mí es imprescindible contar con la versión taquigráfica de esa sesión para informarme no 
solo del intercambio de ideas de los señores Senadores sino también de todas las personas que fueron 
consultadas. 


Sé que las autoridades de los Ministerios del Interior y de Defensa Nacional concurrieron en forma conjunta, 
y no sé si también habrán consultado a algún experto. Me parece importante contar con esa información, por 
lo que solicito que ese material se ponga a disposición de los integrantes de la Comisión de modo de poder 
estudiar con profundidad el tema para el miércoles próximo. 


SEÑOR BAYARDI.- Voy a hacer algunas consideraciones para allanar el camino. 


Este proyecto de ley establece el mecanismo para el establecimiento de la guardia perimetral de las cárceles 
por parte del personal militar. Este tema viene aproximadamente desde el año 1997, fundamentalmente, en lo 
que tiene que ver con la guardia perimetral del Penal de Libertad y del COMCAR luego extendida a la Cárcel 
de Canelones. 


Como todos saben, el sistema penitenciario está siendo sujeto a un proceso de revisión. Lo sabemos porque 
hemos escuchado al señor Ministro y también porque se ha planteado de esta manera en la comisión 
interpartidaria que trató y se expresó con relación a este tema. 


Este es un asunto muy delicado, que la bancada de Gobierno consideró particularmente. No había una 
posición única, pero fuimos llegando al proyecto de ley tal cual está redactado, sobre el que voy a hacer 
algunas consideraciones. 


El proyecto plantea una fecha importante: la del 31 de diciembre de 2012. Quiero que reparemos en ella 
porque estamos tomando una resolución sobre la base de un compromiso importante del Ministerio del 
Interior. Si analizamos los artículos 1%, 2? y 9% veremos que estamos en una etapa de transición en la 
organización del sistema penitenciario que comprenderá la construcción de nuevas cárceles, la creación de 
nuevas plazas y la categorización de los procesados y penados que van a ir a cada uno de los establecimientos 
carcelarios. 


Hay un punto que tiene que ver con esa fecha y que refiere a definir hasta cuándo vamos a tener a los 
militares en las guardias perimetrales. Hasta el momento, la disposición de que los militares estén en la 
guardia perimetral fue tomada por decreto. Y como saben, esta es una discusión que atravesó a la bancada de 
Gobierno, que no soslayó el tema. Diría que para la totalidad de la bancada de Gobierno, hay un punto de 
partida: esta no es una misión que deban cumplir los militares. Por la vía de los hechos, les fue quedando 
como misión, pero no es la misión para la cual los militares se forman. Se trata de la custodia perimetral de 
un establecimiento penitenciario. Seguramente, el 99,99% de la ciudadanía vea bien que esa misión sea 
llevada a cabo por los militares, pero nosotros debemos reflexionar sobre lo qué implica. 


Los militares están sujetos a un régimen disciplinario determinado y están preparados y capacitados para 
cumplir misiones extremas de enfrentamiento en la guerra, que no tiene un nivel de graduación de las 
acciones que se llevan adelante. Se preparan para cumplir una misión a costa de la vida. Pero la misión que 
tienen que cumplir en este caso es que nadie se escape. 


En las doctrinas más liberales, el derecho de la búsqueda de la libertad no se pierde, por más que uno esté 
procesado y penado en causa criminal. Razón por la cual, si el individuo, estando preso, encuentra la forma 
de escapar sin violentar ningún bien que ponga en riesgo de vida a otras personas, en las zonas militares de la 
custodia perimetral de las cárceles se va a enfrentar a una situación en la que la misión de que no se escape se 
va a cumplir o cumplir. Esto quiere decir que se va a cumplir a cualquier costo. En el cumplimiento de la 
misión, el costo es la vida de quien trata de escaparse, aun cuando lo único que haya violentado sea el bien 
material: un tejido, de un muro, etcétera. Este es un tema que debemos tomar con responsabilidad, porque 
cuando el penado o procesado trate de escaparse, aún sin violentar ningún otro bien jurídico que no sea el 
material, puede estar sujeto a perder la vida. 


Este es un tema delicado que fue discutido particularmente con las autoridades de los Ministerios del Interior 
y de Defensa Nacional, y se fijó esa fecha del 31 de diciembre de 2012 para el retiro de los militares de la 
guardia perimetral de las cárceles. Mientras tanto, los militares tienen que tener un marco legal al que puedan 
estar sujetos, porque en el cumplimiento de esa misión de que nadie se escape, en dos oportunidades 
diferentes dos penados perdieron la vida. El armamento que utilizan los militares es de calibre 762, y si bien 
en la primera oportunidad la muerte del penado era casi inexorable, en la segunda oportunidad, aunque hubo 
intención de detenerlo pero no a costa de la vida, el calibre utilizado terminó seccionando una arteria de la 
pierna y causando la muerte del preso. 


Por eso digo que debemos tratar esto con la suficiente responsabilidad, sabiendo que estamos dando un 
marco legal a la actuación, sujeto a un tiempo determinado, durante el cual el proceso de modificación del 
sistema de reclusión penitenciario alcanzará los objetivos planteados como todos esperamos, que son la 
clasificación y la rehabilitación, que hasta el momento no se han podido poner en práctica. Mientras tanto, 
asumimos la emergencia y determinamos el marco legal necesario para que la misión se pueda cumplir por 
parte de los militares. 


Estos son los fundamentos del proyecto de ley, más allá de que el articulado pueda dar lugar a otras 
consideraciones. 


SEÑOR PEREYRA.- El señor Diputado Bayardi ha hecho un repaso preciso del por qué de este 
proyecto que tenemos a consideración y de la emergencia que vivimos. 


Hay algunos elementos en los que coincidimos, como cuál es la función de los militares y que no son los que 
tienen que cumplir la custodia de la guardia perimetral. A su vez, partimos de una realidad en la que también 
coincidimos: la situación en la que están las cárceles en nuestro país. Todos creemos que hay que seguir 
buscando medidas que traten de revertir esa situación, porque partimos de la base de que no puede haber 
cárceles en las que haya armas, celulares, veneno hace poco tiempo se encontró cianuro, no solo por la 
situación que eso genera adentro de las cárceles sino porque fuera de ellas el delito se multiplica. Todos 
conocemos las nuevas modalidades que hay de amenazas, etcétera. 


Nosotros entendemos que no hay soluciones mágicas y que esta propuesta apunta, entre otras cosas que 
explicó el señor Diputado Bayardi, a un nuevo elemento, que seguramente sea el más polémico y discutido: 
el nuevo papel que se da a los militares en el control de ingreso a las cárceles. Se ha planteado este elemento 
para tratar de revertir la situación, porque, entre otras cosas, el hecho de que sean militares los que estén en 
esa guardia implica la posibilidad de rotación que con los cuerpos policiales no tenemos. 


El concepto de la emergencia tiene que ver con el plazo de esta iniciativa. A partir de lo que prevé el 
Presupuesto Quinquenal para reforzar estas disposiciones, esperamos poder ir eliminando las medidas de 
emergencia. Lo que no podemos permitir, en un tema que a todos nos preocupa, como el de la seguridad 
pública, es que en las cárceles se siga dando esta situación. 


Esta medida podrá ser satisfactoria o no, pero preferimos recorrer el camino de buscar otra medida para tratar 
de evitar ese flagelo; por eso planteamos las prioridades. Además, entendemos que este proyecto está 
relacionado con el anterior, que, entre otras cosas, daba al Ministerio del Interior la posibilidad de construir 
nuevas cárceles, ampliar la cárcel espejo de Las Rosas, etcétera, y que los militares tuviesen una equiparación 
económica. Estos temas son complejos, producto de una sociedad difícil. De todos modos, debemos hacer 
algo al respecto. 


Como decía el señor Diputado Bayardi, este no es un tema fácil para nadie, ni para la fuerza política de 
Gobierno. Sabemos que en esta cuestión no hay unanimidades, pero acordamos esta redacción. Hay que tener 
en cuenta que el Presupuesto Quinquenal como pocas veces antes incorpora muchos recursos para enfrentar 
esta situación. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Creo que no corresponde ingresar a la discusión del punto porque 
todavía no pudimos revisar toda la información. De todas maneras, me gustaría hacer algún planteo y 
quizás los señores Diputados de la bancada oficialista puedan aclarar nuestras dudas para generar una 
opinión. 


Luego de leer el articulado advierto que la reglamentación que haga el Poder Ejecutivo va a ser muy 
importante. Digo esto porque se van a disponer cuestiones muy sensibles en el sentido de cómo llevar 
adelante el control de acceso a los establecimientos que, según el artículo 3%, estará a cargo del Ministerio de 
Defensa Nacional. Imagino que por la situación de emergencia el Poder Ejecutivo ya lo tendrá reglamentado 
y está esperando que esto se vote para ponerlo en práctica de inmediato. Sería muy bueno saber cómo se va 
actuar en cuanto al control, el acceso y el egreso de personas. 


El artículo 6” también es importante. Me refiero a situaciones en las que deban manejarse otro tipo de 
estrategias. Dicho artículo habla de que si se deben utilizar medios materiales de coacción tendrá que hacerse 
de manera racional, progresiva y proporcional, agotándose primeramente los mecanismos de disuasión. En tal 
sentido, comparto lo que dijo el señor Diputado Bayardi porque esto no es algo para lo que está entrenado el 
personal militar. Es evidente que todo esto quedará sujeto a la reglamentación del Poder Ejecutivo. 


Entendemos la excepcionalidad y el hecho de poner un plazo transitorio hasta el 31 de diciembre de 2012, 
pero, a priori, el artículo 9% no nos parece adecuado porque ya se está habilitando una prórroga para el Poder 
Ejecutivo. Si tenemos un plazo de dos años ¿por qué dar esa facultad? Me parece que de antemano el Poder 
Ejecutivo está viendo que en dos años no puede solucionar el tema. 


También me gustaría referirme al artículo 8%, porque hace mención a un tipo de compensación del 50% del 
sueldo nominal para el personal que haga estas guardias. Se asigna este crédito extraordinario al Ministerio 
de Defensa Nacional pero se maneja al 31 de diciembre de 2010. Si hasta el 31 de diciembre de 2012 este 
personal militar va a recibir esa compensación por estas tareas, no entiendo por qué el crédito se abre hasta el 
31 de diciembre de 2010. ¿No debería quedar abierto hasta el 31 de diciembre de 2012? 


SEÑOR BAYARDI.- Si mal no recuerdo, esto es porque todo lo que va a recibir el personal militar por 
la cuestión relativa a la guardia perimetral ha sufrido modificaciones en la Ley de Presupuestos y han 
quedado estipuladas las nuevas formas de retribución del personal militar que cumpla tareas de 
guardia perimetral en función de las nuevas escalas que se aprobaron en el Presupuesto y que entran 
en vigencia a partir del 1” de enero de 2011. Además, cuando vino este proyecto, contemplaba de 
alguna manera las retribuciones que se pagaban antes. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- Comparto con los señores Representantes de la bancada oficialista que la 
tarea que asigna este proyecto de ley no es típicamente militar y hago hincapié en el énfasis que se puso 
en el Senado por parte del miembro informante en cuanto a la temporalidad de este proyecto de ley, lo 
cual me parece importante. Pero hay dos puntos que me hacen dudar del tema de la temporalidad. Uno 
refiere al artículo que faculta la prórroga para el Poder Ejecutivo; esto quiere decir que desde ahora se 
lo faculta para una prórroga del plazo. 


En segundo lugar de acuerdo con lo que leí en las intervenciones que se hicieron en la Cámara de Senadores, 
y por eso hice especial hincapié en contar con la versión taquigráfica de la presencia de los señores Ministro 
de Defensa Nacional y del Interior, me gustaría conocer qué grado de coordinación se prevé y en qué tiempo 
se va a llevar adelante la capacitación del personal militar que va estar desempeñando estas funciones. 


A mí no me preocupa la guardia perimetral porque ya tenemos experiencias al respecto hace años que la 
guardia perimetral está a cargo de personal militar, pero sí fundamentalmente la tarea de controlar el ingreso 
y el egreso de las personas a los recintos. Planteo esto porque no solo van a estar revisando a personas que 
vienen de visita, sino al propio personal policial. No sé cómo se va a administrar esta situación, amén de que 
esa área neurálgica de los establecimientos pasa a ser zona militar, con las consecuencias que eso trae 
aparejado, salvo que esté condicionada por los recuerdos del pasado. No me gusta recoger opiniones de 
terceros y por eso quiero ver la versión taquigráfica en la que estuvieron presentes los señores Ministros 
porque, de acuerdo con la opinión de algunos señores legisladores, no se había puesto en evidencia que 
hubiese una buena coordinación entre el Ministerio del Interior y el Ministerio de Defensa Nacional a los 
efectos de llevar adelante esta tarea. Esto me hace dudar de la eficacia de la medida que estamos adoptando 
en este proyecto de ley, que comparto. Creo que todos estamos de acuerdo con que es una medida muy 
delicada y que el primer plazo de la vigencia de este proyecto de ley se invertiría en coordinación y en 
capacitación y no efectivamente en la tarea que creemos que va a solucionar un problema que todos 
compartimos que es muy grave. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia quiere aclarar que ya se está fotocopiando lo relativo a la 
intervención de los señores Ministros y todo lo que sucedió en la Comisión. 


SEÑOR BAYARDI.- Se puso el artículo 9 en el proyecto porque es un acuerdo de la bancada de 
Gobierno con el Poder Ejecutivo. 


Parecería que el plazo de dos años, “prima facie”, daría como para terminar de construir todas las plazas en el 
sistema penitenciario, para luego calificar los distintos centros de reclusión. Luego, podrían fortalecerse los 
mecanismos de control externo que van a recaer en el Ministerio del Interior y que deberán ser asignados a 
personal de esa Cartera. Se quiere evitar que dentro de dos años venga un nuevo proyecto de ley para 
extender nuevamente el plazo; fue por eso que se acordó en dos años o dos años y medio. De todos modos, 
los legisladores del oficialismo no estaríamos dispuestos a ir más allá de este plazo. 


Como 2014 nos va a encontrar en una situación de campaña electoral lo acordado internamente fue habilitar 
el plazo, justificarlo y luego comunicarlo. Hay algunos legisladores entre los cuales me cuento que no 
quieren saber de nada con que los militares estén alrededor de las cárceles. O sea: nada de nada. Esto se lo 
digo a mi papá y me deshereda; y mi mamá también. Estoy dispuesto a bancar que mis padres de deshereden: 
no quiero que se siga cumpliendo con esta función que arrastramos desde 1997, que se extendió de forma 
transitoria. 


De ahí los plazos, y ojo que eso tiene un nivel de acuerdo interno en cuanto a que se están dando dos años y 
no hay voluntad de extenderlo más. Por eso lo establecido en el artículo 9”. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- En general, pensamos que este proyecto está bien y que asume la 
responsabilidad que constitucionalmente corresponde al Poder Ejecutivo. Consideramos que el tema 
de la seguridad, o de la inseguridad, ha llegado a niveles muy graves y ya es tradición en el Uruguay 
que en estas situaciones se recurra a las Fuerzas Armadas. 


Estamos todos de acuerdo en que existe emergencia carcelaria y que hay hacinamiento en las cárceles; eso es 
reconocido en la exposición de motivos del Poder Ejecutivo y fue ampliamente discutido en esta Comisión y 
en el plenario de la Cámara de Representantes. No vamos a impedir soluciones urgentes de emergencia para 
que se asegure la permanencia en reclusión de aquellos que están siendo procesados o que han sido 
condenados, porque debemos defender a la sociedad que está siendo agredida de manera importante en estos 
tiempos. 


Además, debemos ser coherentes. Si votamos la ley de emergencia carcelaria, en la que se preveía esta 
situación, hoy, que se concreta en un marco legal bienvenido sea para marcar las responsabilidades y el 
ámbito de actuación de la Justicia en ciertos episodios que hicieron muy dificultosa la tarea de los Jueces y, 
en especial, la determinación exacta de la responsabilidad que cupo cuando hubo acción concreta para 
impedir la fuga de determinados establecimientos carcelarios, debemos encontrar caminos claros para 
determinar las responsabilidades y el ámbito de actuación. 


Hemos reclamado permanentemente que el Poder Ejecutivo se ocupe de la seguridad pública. Ha sido un 
reclamo de la oposición, en especial en el Período pasado y en este. Por lo tanto, este proyecto de ley va a 
contar con nuestro apoyo con estas precisiones, y luego, cuando discutamos los artículos en concreto, 
podremos hacer algún aporte y, si está a nuestro alcance, mejorarlo o traer algún otro elemento para dejar más 
clara esta ley, que es imprescindible para que actúen las Fuerzas Armadas, en un ámbito que no es de su 
competencia específica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ahora no es el momento para discutirlo porque estamos con el tema de las 
cárceles, pero no voy a dar por bueno que el Uruguay tiene un problema grave de seguridad. De 
ninguna manera doy por bueno eso, y estoy dispuesto a discutirlo en el momento que se quiera. Creo 
que el Uruguay sí tiene un problema grave y muy severo, pero en el tema cárceles, porque para decirlo 
en términos recientes, por lo menos desde el año 1995, en este país, se han aumentado brutalmente las 
penas. Prácticamente no existen delitos excarcelables y no se ha actuado concomitantemente con 
respecto a qué hacemos con la gran cantidad de presos, que inevitablemente iba a haber. No se actuó 
así, entonces se llegó a niveles de hacinamiento, lo que también es grave, con todas las lacras que 


supone un establecimiento carcelario, donde se mezclan la biblia junto al calefón, y está el pequeño 
raterito al lado del narcotraficante o del gran pasador de dinero o de tantos otros que las 
circunstancias han creado. Allí hay gente de todo tipo, con la cual no se puede trabajar de ninguna 
manera en ninguna tarea de rehabilitación. Además, en el caso de los detenidos uruguayos el término 
rehabilitación es casi un eufemismo, porque no se puede rehabilitar lo que nunca estuvo habilitado. En 
realidad, hay un problema desde la niñez, que es gravísimo; ese sí que es gravísimo, pero creo que no es 
el tema. 


Por honestidad política e intelectual quiero dejar sentado algunas cosas. Cuando en el año 1997 se estableció 
por primera vez la custodia perimetral yo me opuse, y conceptualmente me sigo oponiendo. Simplemente, la 
fuerza de los hechos es mucho más grande que lo que yo pueda decir. Creo que trece años después es una 
cuestión absolutamente incorporada y yo no puedo discutir este elemento con los mismos valores y 
argumentos que en 1997, porque, entre otras cosas, hay muchos más presos en las cárceles ahora que en ese 
momento. 


Creo que, necesariamente, esto debe ser una medida provisoria, porque es como lo explicó el señor Diputado 
Bayardi, que naturalmente en esto es el que tiene más experiencia y el más y experto de todos nosotros por su 
actuación al frente del Ministerio de Defensa Nacional. Estas no son misiones típicamente militares y, más 
allá de los recuerdos que tenga cada uno a los cuales aludía la señora Diputada Piñeyrúa, y yo creo que no 
está mal tener recuerdos, y hay que tenerlos bien claros, no creo traicionar a nadie si digo que este proyecto 
de ley que se presenta fue objeto de tremendas discusiones dentro de la bancada oficialista, donde se discutió 
en términos muy serios, pero muy apasionados con los Ministros involucrados y se llegó a un acuerdo que no 
es lo que cada uno de nosotros piensa hacer ciento por ciento, como suele suceder con todos los acuerdos, 
pero tampoco tiene nada que ver o realmente tiene muchos cambios con respecto a lo que fue la propuesta 
original. Esta es la razón por la cual voy a dar apoyo a este proyecto, no solo por disciplina partidaria sino 
por convicción política, porque, aunque parezca redundante, cuando se acuerda se acuerda, y en la bancada 
oficialista llegamos a este proyecto con reservas filosóficas, políticas y jurídicas; tengo reservas de ese tipo. 
Creo que los plazos son razonables en la medida en que se otorga hasta el 2012 y previendo que puede haber 
situaciones complicadas se le da hasta seis meses para terminar de solucionar esto. 


A diferencia de lo que sucedió antes y esto no es una crítica sino apenas una observación de la realidad, 
donde se le dio a los militares la custodia perimetral de las cárceles, pero, en realidad, desde el punto de vista 
de la lucha contra el hacinamiento se hizo muy poco, acá estamos procurando que desde el Poder Ejecutivo 
se empiece a despejar el hacinamiento, con un cronograma que indicaría que en un plazo más que razonable 
estaría superado, con lo cual también se superan gran parte de los problemas. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Hice referencia a la seguridad o inseguridad, porque el Poder Ejecutivo lo 
enmarca en ese ámbito en la propia exposición de motivos y, sin duda, la reclusión, el tema carcelario, 
etcétera, forman parte indisoluble del tema seguridad y la situación de las cárceles es un hecho 
calificado como grave. Podríamos discutir si en el resto de los aspectos que hacen a la seguridad o 
inseguridad desde cualquier punto de vista hay una situación de gravedad, pero esta es la que 
compartidos y hace bien el Poder Ejecutivo en calificarlo así. 


El otro día, cuando estuvo el señor Ministro del Interior en la Comisión, hablamos de ese tema y de terminar 
con tratar de disimular si hay más o menos delitos o rapiñas. Pongamos sobre la mesa los hechos con la 
gravedad que tienen para que todos encontremos soluciones, porque en esto de la seguridad pública estamos 
todos de acuerdo. Desde que comenzó su gestión el señor Presidente Mujica formó una Comisión Especial 
para poder atacar específicamente este problema, que, junto con dos o tres más, calificó de suma importancia. 
Por lo tanto, nos parece que poner de relieve la gravedad de la situación nos ayuda a que encontremos el 
camino de solución que todos esperamos, y que se concrete a la brevedad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A lo mejor me expliqué muy mal. Creo que el tema las cárceles realmente es 
muy serio, se ha hecho mucho al respecto, y no es cuestión de decir que es la primera vez que vamos a 
intentar solucionarlo. Desde la Administración anterior los números carcelarios dan mejoras, pero la 
situación es tan grave que es difícil verlo. Por ejemplo, hemos triplicado el número de reclusos que 
trabajan o estudian. Hemos bajado enormemente el hacinamiento que, prácticamente, era del ciento 


por ciento, es decir que en cada plaza había dos personas. Al terminar el Período anterior no recuerdo 
los números exactos se había reducido a 1,5 o 1,4 por cada plaza. 


Admito y comparto que desde el punto de vista estrictamente carcelario es un tema serio y grave. Pero lo que 
dije fue otra cosa. Dije que no admitía, así como así, que el Uruguay tiene un tema grave de seguridad 
pública. No admito eso y estoy dispuesto a discutirlo, y no por las cifras que mencionó el señor Diputado, 
sino por otro tipo de parámetros. El Uruguay tiene un tema gravísimo con la niñez, porque existen cien mil 
personas entre trece y dieciocho años que no trabajan, no estudian, ni buscan trabajo, y es muy difícil poder 
encontrárselo porque no tienen experiencia para ofrecer a un mercado cada vez más competitivo; pero este 
tema no es de ahora. En este momento estamos discutiendo lo de las cárceles y admito que están con un 
problema severo. Es cierto que en la cárcel entra droga, cianuro y armas; en la cárcel entra lo que se quiera. Y 
voy a decir algo más: no hay ninguna cárcel en la que no entren todas estas cosas. Y ya deja de ser una 
utopía, porque la utopía es algo que está lejos, pero que se puede alcanzar. Sería absolutamente milagroso que 
en un lugar en donde se dan tantos mecanismos de poder como dentro de una cárcel, no hubiera alguien que 
vendiera ilegalmente esa forma de poder porque, al fin de cuentas, eso es la corrupción. La corrupción es la 
venta indebida de un espacio de poder y cuando uno se juega a los controladores, el problema siempre es el 
mismo, sociológicamente hablando: ¿quién controla al controlador? Durkheim en 1823 no estoy citando a un 
filósofo marxista o a uno que pueda ser de mi cuadro, por decirlo de algún modo dijo dos cosas que son 
clave. La primera: que el delito es normal y, la segunda: que el delito tiene causa sociológica. De manera que 
yo no estoy inventando nada. 


Esta era mi posición. 


Que quede claro que voy a apoyar esto. Tengo reservas. Creo que muchos de nosotros las tenemos. Creo que 
hemos avanzado muchísimo con respecto a las ideas originales, y lo voy a votar, como corresponde, porque 
considero que hay una situación que resolver y que, además, se está trabajando paralelamente para solucionar 
el tema, que en esta subespecie o en este subtítulo de la seguridad pública es la cárcel, así como también para 
evitar el problema de fondo, que es el del hacinamiento. 


Además, creo que con el nuevo Código Penal, y en la medida en que esto está siendo encarado desde 
múltiples lugares y no desde uno solo, se van a mejorar algunos otros aspectos. Por eso voy a dar apoyo a 
esto. 


SEÑORA TOURNÉ.- Como bien decía el señor Presidente, este es un proyecto producto de un acuerdo 
político en el cual tenemos severas reservas. Estamos comentando en general, y cuando entremos en el 
articulado me parecería absolutamente deshonesto que yo no las planteara. 


Como lo explicó claramente el señor Diputado Bayardi, esta no es una función que le corresponde al 
Ministerio de Defensa Nacional. Popularmente sería malentendido, pero pienso como él aunque mi papá no 
tiene nada para dejarme, pobrecito, y ya falleció, que los militares no tienen nada que hacer en torno al 
sistema carcelario, ni siquiera en la guardia perimetral, cosa que tuve que hacer siendo Ministra voy a ser 
muy honesta, prácticamente aconsejada y casi compelida por el Comisionado Parlamentario para el Sistema 
Penitenciario. Tuve que hacer uso de la excepcionalidad y poner guardia perimetral en Las Rosas, que tenía 
una situación muy complicada. 


La situación en las cárceles no solo es grave porque tenemos más presos, sino por el tipo de presos que 
tenemos en los penales más grandes. Si ustedes leyeran no van a tener tiempo y no tiene importancia todas 
las comparecencias que hice voluntariamente a la Comisión Bicameral para el Sistema Penitenciario, en 
donde expliqué la incidencia cada vez mayor del crimen organizado y el narcotráfico en el sistema carcelario, 
se darían cuenta de cuál es el problema. Inclusive, llegué a plantear los problemas que había tenido Chile, 
país al que con unas cárceles ultramodernas le sacaron los narcos de adentro de las cárceles con helicópteros. 
Esta situación es completamente distinta e incomparable con situaciones anteriores. El delito en las cárceles 
comienza a organizarse adentro de las cárceles; esto también debemos tenerlo en cuenta. 


Por otra parte, este proyecto ¿es la solución? En primer lugar, tengo reparos constitucionales, en virtud de lo 
que presupuestalmente corresponde a cada Ministerio, y creo que no es una realidad del Ministerio. Acepto la 
excepcionalidad por estas circunstancias, que reconozco, porque viví el problema. En el período anterior 
empezaron a caer los primeros caudillos narcos importantes; no el narcotraficante de la vuelta de la esquina, 


tampoco de los más grandes, que están “súper acomodados”; los “caudillitos”, pero que saben organizar 
y . 
muy bien. 


Por eso, era necesaria la cárcel de alta seguridad; lo planteamos oportunamente, durante el período pasado se 
decidió invertir en eso, y es lo que ahora se está inaugurando. Por eso, también votamos la excepcionalidad 
anterior, por la que dábamos potestades al Ministerio del Interior y un presupuesto extraordinario para 
nombrar más funcionarios, acordar con el Ministerio de Defensa Nacional para ocupar ciertos predios, hacer 
traslados y evitar hacinamiento. De esto último, no tengo noticia de cómo va, pero es muy importante. Sé que 
se está inaugurando lo que nosotros dejamos pronto y financiado, y se están realizando los primeros 
traslados; no sé cómo va lo que votamos en este período. 


Por otra parte, como lo vi, lo viví y fui testigo, siento que la revisión de personas es uno de los problemas 

más grandes que tiene, por lo menos, el área metropolitana, que es para donde está pensado este proyecto; 
supongo que no se aplicará en la Cárcel de Salto ni en la de Treinta y Tres. Me da la impresión de que está 
concebida para los grandes penales. 


Tuvimos problemas en varias oportunidades, y los informes del Comisionado Parlamentario basados en 
varias denuncias de las personas por la forma en que eran revisadas, no por abuso de autoridad nos sirvieron 
mucho, porque en nuestro período tuvimos un promedio de entre diez y quince policías procesados por año 
por corrupción no por abuso de funciones y un promedio de treinta civiles procesados por tráfico de drogas. 
Entonces, teníamos que hacer las revisiones y las requisas, y tuvimos que elaborar un protocolo muy estricto, 
que consta en los antecedentes que envía el Senado. Este protocolo fue redactado en nuestro período, porque 
no existía, y si los derechos humanos rigen, también se hacen extensivos a las visitas. 


Son temas muy delicados. Además, la mayoría de los visitantes son mujeres y niños. Quiero que se tenga una 
idea de qué hablamos, porque, a veces, hablar de estas cosas en el aire parece sensacional. El personal que 
revisa la visita del área metropolitana COMPEN, Penal de Libertad tiene que estar bien formado y tenía que 
seguir este protocolo; ahora, no lo sé. De todas formas, en los grandes penales está lleno de armas, drogas y 
de lo que quieran, porque es imposible revisar a todos; vamos a decir la verdad. El promedio de visita de fin 
de semana es de diez mil personas, y la visita dura tres horas. Si realmente se revisara a todos, no habría 
visita. Entonces, pregunto si este problema lo solucionamos con personal militar o fortaleciendo la Dirección 
de Información y Análisis Penitenciario, la inteligencia penitenciaria, que es la que logra estos 
procesamientos. 


¿Ustedes creen que, por ejemplo, una revisión vaginal, donde se han encontrado celulares o drogas, se hacía 
por antojo del personal policial? No. Se hacía con la presunción de las investigaciones del Departamento de 
Análisis Penitenciario, previa solicitud al Juez, y recién ahí, con un médico y una policía femenina, se 
procedía a la revisión de la vagina de quien se sospechaba mucho, sospecha que casi siempre se confirmaba. 
Es decir que se trata de un tema de una delicadeza trascendente. 


Por otro lado, los controles a la Policía efectuados por los militares también me despiertan dudas, porque, en 
ese caso, habría, por lo menos, dos presunciones implícitas: que la Policía es corrupta y que los militares son 
puros; a mi me gustaría discutir estas dos presunciones. No tengo duda de que existe corrupción, y acabo de 
aportar el dato por año de policías juzgados por delitos de corrupción que el Departamento de Información y 
Análisis Penitenciario, que es la inteligencia, detectó, probó, generó la causa judicial y terminó con los 
responsables fuera de la fuerza y procesados en prisión. ¡Claro que hay! 


Reconozco la emergencia en tratar el tema debido a la situación carcelaria, pero creo que tendríamos que 
tender a invertir mejor los dineros. Sé que esta idea es a largo plazo, y entiendo que el proyecto prevé una 
circunstancia excepcional, y por eso acordé. No obstante, me pregunto si no sería mejor reforzar el 
Departamento de Inteligencia, recurrir a la Guardia Metropolitana, como un tercero excluido, para hacer los 
controles, pero, sobre todo, invertir en tecnología. Actualmente, en algunas cárceles del mundo alguna cosita 
entra, pero con una excelente tecnología detectan absolutamente todo; ni siquiera son necesarias las 
revisiones vaginales, porque existen detectores, que son como una especie de silla, donde se sienta la mujer y 
se detecta claramente todo, sin tocar a nadie, sin lesionar los derechos de las personas. Creo que la intención 
es llegar a esto. Recurrir al Ejército para una función que no le corresponde me genera reservas y 
preocupación; no sé si habrá fricción. 


Estas son las reservas primarias, que planteo a pura honestidad, y las repetiré en la Cámara, como ya lo 
planteó mi sector al Frente Amplio y al señor Ministro. Pero, a fuer de ser honesta y conociendo el paño, me 
pregunto si llegaremos a solucionar este grave problema en estas circunstancias, que no es comparable con 
ninguna anterior, ni en cuanto al número ni al tipo. 


Mi gran dilema es si realmente vamos a lograr una solución o ganar una complicación más. Voy a votar este 
proyecto, y ojalá me equivoque, pero tengo grandísimas dudas. Comparto con el señor Diputado Bayardi lo 
que afirmó de la guardia perimetral. Si vamos en el camino a que apuntamos, como explicó muy bien el 
señor Ministro, de ir calificando, categorizando y separando los presos, consiguiendo más espacios, espero 
que salgamos de la emergencia y apuntemos a lo que corresponde, que, a mi entender, es la inteligencia. 
¿Saben cuántos funcionarios tiene actualmente el Departamento de Información de Análisis Penitenciario? 
Catorce; debería tener unos cuantos más. 


Por otra parte, el señor Ministro prometió invertir en tecnología y en el proyecto anterior se votaron US$ 
14:000.000. Creo que si no pensamos en una fuerte inversión en tecnología para este Presupuesto, tendríamos 
que empezar a sugerirla para la Rendición de Cuentas, a los efectos de eliminar estos problemas. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Creo que el dilema no está en policías o militares, sino en la cercanía o 
involucramiento con el delito. 


La guardia perimetral, precisamente, está alejada del contacto con los familiares y del mundo delictivo, y se 
recurre a eso a efectos de disminuir las posibilidades de involucramiento en maniobras ilícitas del ámbito 
carcelario. 


Por eso, me parece que ha sido bastante eficiente el recurso. 


Comparto que se está pensando en la solución por ese lado. 


SEÑORA TOURNÉ.- No voy a discutir ahora los detalles, porque lo haremos en la discusión 
particular, pero insisto que, básicamente, no es su función; no lo fue desde 1997, y confesé acá que tuve 
que aplicarlo, mascando fuerte los dientes, cuando fui Ministra, porque la situación de Las Rosas era 
gravísima. 


De cualquier manera, quiero decir que en las cárceles grandes tenemos un promedio de tres a cuatro fugas 
anuales. Creo que hay que pensar el proyecto como una emergencia, porque, como legisladores, tenemos que 
controlar la aplicación del Presupuesto, analizar los avances que hubo en tecnología, en capacitación de los 
funcionarios, etcétera. En ese sentido, queríamos sugerir que el Departamento de Información y Análisis 
Penitenciario, que jugó un papel fundamental con apenas catorce funcionarios, en los hechos de corrupción 
que se pudieron probar, contara con más personal, capacitado, y, fundamentalmente, que se incluyera 
tecnología, para no apelar a recursos que en este momento no tenemos más remedio que usar porque es una 
emergencia. Por eso, me violenta votar este proyecto, pero lo haré, porque comprendo la emergencia, 
pertenezco a este Gobierno y no me voy a hacer la loca, pero tampoco voy a mentir: no me parece que sea la 
solución final, porque presos seguirá habiendo mientras sigamos con este Código Penal y con este cúmulo de 
penas que se votaron en 1995, con la Ley. de Seguridad Ciudadana y en un año pasamos de 3.500 a más de 
7.000 presos, sin prever ninguna modificación ni construcción carcelaria nueva. 


He ahí las razones por las cuales voto, y mis reservas, que seguiré manifestando en la discusión, inclusive, en 
el plenario de la Cámara. 


SEÑOR CAFFERA.- Uno de los elementos más positivos que vemos es que, en este caso, a diferencia 
de otras instancias, se está tratando de aprobar una norma legal que regule el mecanismo. 


Estoy de acuerdo con lo expresado en cuanto a que es muy difícil aplicar estas medidas, sobre todo, teniendo 
en cuenta que el control perimetral o el control del ingreso a las cárceles que ahora se solicita no son 
funciones de las Fuerzas Armadas. Frente al considerable crecimiento del número de presos ya sea por la 
mayor eficiencia del Poder Ejecutivo, por la mayor penalidad, por las mayores penas o porque hay penas que 
se castigan más duramente, quiero hacer hincapié en que es una medida provisoria, aunque ya lleva más de 


dos años. En ese sentido, se han asignado recursos al Ministerio del Interior, y el señor Ministro ha 
manifestado que a mediados de junio de 2011 estaría solucionada gran parte de la realidad de las instituciones 
carcelarias, por lo menos, para descomprimir la situación actual. 


Además, esta medida tiene una fecha de finalización, de modo que es una medida de transición. Podrá haber 
rispidez entre las fuerzas policiales y las Fuerzas Armadas; siempre la ha habido, y mi padre fue policía, así 
que lo sé 


Se hace esta solicitud frente a una situación de emergencia, y la solución es esta. 


Queda en manos del Poder Ejecutivo la reglamentación de la aplicación de los controles, y en el proyecto de 
ley se establece que estarán en concordancia con la Resolución N* 119/08 del Ministerio del Interior. Los 
Ministerios tendrán que ponerse de acuerdo respecto a cómo reglamentar lo relativo a las fugas. O sea que 
hay sintonía en el Poder Ejecutivo. 


En definitiva, pensamos acompañar este proyecto de ley con ese sentimiento que nos genera que las Fuerzas 
Armadas realicen tareas que no les corresponden. 


SEÑORA TOURNÉ.- He estado rastreando, me ha ayudado gente que sabe mucho entre ellos, el 
Secretario del señor Diputado Bayardi, y no he podido encontrar una norma específica que determine 
qué quiere decir zona militar. Leí el Código Militar, pero no lo entendí. Por eso pido ayuda y solicito 
que, a través de la Comisión, se intente encontrar un articulado o una normativa que nos dé pautas de 
lo que quiere decir zona militar. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- En la versión taquigráfica de la discusión en el Senado que leí ayer, el Senador 
Gallinal se planteaba la misma duda y hacía mención a una definición que aparece en un documento 
que pertenece al Ejército Militar y que es reservado. Inclusive, lo leyó en la sesión del Senado. Lo digo 
porque tenemos esa versión taquigráfica. 


SEÑORA TOURNÉ.- Sí, lo leí, pero sigo sin tenerlo claro. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- Usted tiene dudas acerca de si esta es la definición o si hay otra que tenga 
rango legal. Esta es, a lo sumo, una resolución. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR BAYARDI.- La zona militar es la zona demarcada. Lo que importa de la zona militar es la 
consigna del centinela, o sea, la presunción de que estando en una zona delimitada como zona militar, 
el centinela va a dar una orden de identificación, y todo aquel que no responda a ella, será considerado 
un enemigo y se actuará en consonancia. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que pocos han tenido el privilegio de tener como integrantes de una 
misma Comisión a un ex Ministro de Defensa Nacional y a una ex Ministra del Interior, y eso ha sido 
muy ilustrativo para todos. 


Quiero agregar que aunque se emplee tecnología de punta, debemos tener en cuenta que los aparatos pueden 
romperse; a veces se rompen a pedido. 


Yo estuve en Colombia cuatro veces y pude palpar muy de cerca el crimen organizado. No estoy diciendo 
que acá estemos igual; estamos muy lejos, aunque conceptualmente no tanto. Ustedes no saben lo que es esta 
gente, que es capaz de infiltrar los cuerpos de seguridad. Esto no ha pasado en Uruguay; no está totalmente 
infiltrada. Acá está el problema de jugarse todo a la represión. ¿Quién controla al controlador? 


Como Presidente, voy a proponerles hacer una sesión extraordinaria el martes próximo, a la hora 10, a 
efectos de aprobar este proyecto de ley para que pueda considerarse en el plenario durante la sesión del día 


15 de este mes. Planteo esto porque los compañeros y las compañeras tienen que preparar sus intervenciones. 
Entiendo que este es un tema muy sensible y en el que todos van a querer establecer su posición. 


(Diálogos) 


SEÑOR BAYARDI.- Creo que este tema debería resolverse en la reunión con los coordinadores y que 
definan en qué sesión incorporarlo. 


(Diálogos) 


SEÑOR BAYARDI.- Hay dos redacciones que tenemos que afinar para terminar con el proyecto de 
penas y medidas alternativas a la reclusión. Una es la del artículo 2” del proyecto presentado, que 
modifica el literal G) del artículo 3” de la Ley N” 17.726. Teníamos que afinar lo relativo a la 
retribución por las tareas asignadas en el marco de la obligación de prestar servicios comunitarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo no estoy de acuerdo con eso. 


SEÑOR BAYARDI.- Ya lo discutimos; hay quienes no están de acuerdo en la Comisión y propusieron 
buscar una alternativa. 


Lo que hay que afinar más es qué pasa si al individuo que le asignamos la tarea comunitaria en sustitución de 
la prisión preventiva, culminada la etapa presumarial y procesal, terminamos exculpándolo y archivándolo. 
Esta era la duda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En ese caso, hay que pagarle. 
SEÑOR BAYARDI.- Entonces, no es que no esté de acuerdo, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pero no hay que ponerlo. Está en los principios generales. El individuo ha 
tenido una actuación del Estado errada, que le provocó perjuicios. Eso es de libro. Para mí no necesita 
nada. 


SEÑOR BAYARDI.- En el artículo que estamos sustituyendo, en la prestación de servicios 
comunitarios, había un inciso que después se eliminó que decía: “La Suprema Corte de Justicia 
establecerá los criterios generales que deberán cumplir las instituciones a que refiere este literal, a 
efectos de determinar las remuneraciones que se pagarán por el trabajo cumplido por los procesados y 
que se depositarán en el fondo a que refiere el artículo 16 de esta ley, las que se reservarán y 
reintegrarán al procesado si se revocase el auto de procesamiento o recayese sentencia absolutoria”, lo 
que parece lógico. Se hace un fondo, si a un individuo le cae la sentencia absolutoria o se revocó el auto 
de procesamiento, se lo pagamos, porque lo que hizo no fue un trabajo de esclavo. El problema es que 
en el proyecto que vino se eliminó este inciso, entonces hay que ver si volvemos a la redacción dada en 
el artículo 3” original. Hay que decir sí o no y ver si lo incorporamos o lo redactamos. 


El otro tema más complicado es que en el artículo 6%, que sustituye al 7” de la ley, habíamos discutido que la 
revocación de la medida impuesta en sustitución de la prisión preventiva se debería hacer de trámite rápido, 
independientemente de que la revisión solicitada por el abogado fuera por vía incidental. Lo que queríamos 
aclarar es que el Juez le asigna a alguien la medida sustitutiva a la prisión preventiva, se entera de que la 
persona se está por escapar o... 


SEÑOR PRESIDENTE.- O incumple directamente. 


SEÑOR BAYARDI.- No, si la incumple no hay duda. El problema es que lo pueda hacer, que es lo que 
estamos discutiendo. El artículo 7” del proyecto presentado dice: “(Revocación de la medida 
sustitutiva).- Las medidas previstas en el artículo 3” de esta ley, solo se revocarán en caso de grave 
violación a los deberes impuestos al encausado,” hasta ahí está todo bien “o cuando exista peligro 


fundado de que su permanencia en libertad ambulatoria” esa es la modificación “pueda entorpecer la 
continuación del proceso o la ejecución de la pena a recaer”. Nos parece que hay que dar al Juez la 
potestad para que rápidamente pueda suspender la prisión preventiva, y que ante esa resolución se 
pueda proceder por la vía incidental, pero tiene que quedar clara la redacción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está bien. 
SEÑOR BAYARDI.- Lo que necesitamos es que haya una redacción para saldar esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perfecto. 


SEÑOR BAYARDI.- Yo diría que hay que realizar una redacción para eso. 
A la otra quiero incorporarle el texto que ya venía en el artículo 6”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que se puede hacer es redactar que el Juez podrá tomar la medida y que 
en caso que se quiera apelar se recurrirá al trámite de la vía incidental. 


SEÑOR BAYARDI.- Hay que redactar eso, y creo que en la próxima sesión estaremos en condiciones 
de aprobarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a recibir a la delegación prevista para el día de hoy. 


(Ingresa a Sala una delegación del Movimiento Social Romina Severo) 


——- La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración recibe con mucho gusto 
al Movimiento Social Romina Severo, integrada por la señora Lorena Severo y los señores Alvaro Barrios, 
Alfredo Dolce y Daniel Campo. 


SEÑOR DOLCE.- Como parte del movimiento y miembro de la Mesa de la asamblea del Movimiento 
Social Romina Severo quiero agradecerles por habernos recibido en el día de hoy. Era un mojón que 
queríamos alcanzar para expresar lo que sentimos en Paysandú con relación a los menores infractores 
y cómo entendemos que se puede comenzar a cambiar un poco la realidad legislativa que nos está 
gobernando, que entendemos que no nos da las garantías necesarias para vivir de la manera que nos 
gustaría. 


Nosotros nos formamos a partir del arrebato que terminó en el fallecimiento de Romina Severo, de ahí 
nuestro nombre. A continuación, Lorena Severo, que es su hermana, les va a leer lo que son los principios y 
los fines del Movimiento y la proclama que leímos en ocasión de una marcha multitudinaria que hicimos en 
Paysandú el 12 de setiembre, que fue la cuarta que se realizó en el departamento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero decir que está presente el señor Diputado Verri. 


SEÑORA SEVERO.- El Movimiento Social Romina Severo es apartidario, en contra de nadie y a favor 
de la adecuación de la legislatura vigente a la realidad que vivimos. Pretende rebajar la edad de 
imputabilidad, mantener los antecedentes de los menores infractores una vez alcanzada la mayoría de 
edad, el establecimiento de penas acordes a los delitos cometidos y la reforma de los locales en donde se 
alojan los delincuentes juveniles para evitar su evasión, dotándolos de los métodos de tratamiento 
necesarios para intentar su recuperación y posterior reinserción en la sociedad. 


Voy a leer la “Proclama del Movimiento Social Romina Severo.- 12 de setiembre”: “Señores Representantes 
Nacionales: hoy aquí en Paysandú nos encontramos miles de ciudadanos comunes, sin intenciones de 
reclamar acerca de lo hecho, sin buscar culpables, sino pidiendo soluciones.- Soluciones a un problema que 
cada vez nos golpea más fuerte y más cerca. Todos los que estamos aquí hoy tenemos un dolor en común y el 
inicio de la solución al problema de la inseguridad fruto de la delincuencia juvenil.- Como dijo nuestro 


prócer, 'Nada podemos esperar sino de nosotros mismos'. Por esa razón es que hoy nos hemos dado cita en 
este lugar. Hoy nuestra voz es la voz de Romina, de Leticia, de tantas víctimas que hemos lamentado y que 
no queremos que siga habiendo.- Sabemos por sus declaraciones que todos están de acuerdo que la 
eliminación de los antecedentes de los menores al alcanzar los dieciocho años es una aberración y algo que 
no toma en cuenta la realidad en que vivimos hoy en Uruguay.- Entonces desde este lugar y ante toda esta 
gente que avala lo que estamos diciendo, los exhortamos a que con una mano en el corazón, levanten la otra 
mano para votar la modificación del artículo 222 del Código de la Niñez y la Adolescencia, para que de aquí 
en más, cuando un menor infractor cumpla la mayoría de edad, sus antecedentes sirvan para que nuestros 
Jueces puedan tener mejores herramientas a la hora de juzgarlos si cometen nuevos hechos delictivos.- Ya 
llegará el momento en el que pediremos que se rebaje la edad de imputabilidad, que las penas sean acordes a 
los delitos cometidos y que las dependencias en la que están recluidos estos menores tengan la seguridad que 
todos deseamos.- Pero ese no es nuestro pedido hoy.- Hoy lo que pedimos es que si están de acuerdo, como 
ya han declarado representantes de las distintas bancadas de los Partidos Políticos, el Presidente de la 
Suprema Corte de Justicia y el Ministro del Interior, entre otros, nos representen como demandamos en esta 
hora difícil.- Las grandes decisiones son tomadas por grandes hombres.- Esperamos que ustedes estén a la 
altura y modifiquen este artículo que hoy pedimos.- Muchas gracias”. 


Esta es nuestra Proclama que fue leída en la cuarta marcha. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia da cuenta que también se encuentra presente la Diputada por 
Paysandú, María del Carmen Pereira. 


SEÑOR BAYARDI.- La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración 
tiene a estudio algunos proyectos vinculados con este tema, y, recientemente, se conformó una comisión 
bicameral para discutir el punto. Yo no quiero eludir algunas de las respuestas que está reclamando el 
Movimiento Social Romina Severo y asumo la carga emotiva que tiene para el Movimiento y 
particularmente para la señora Lorena Severo, por ser la hermana de Romina. No me parecería de 
honor, ni responsable intelectualmente, callar mi punto de vista ante los reclamos que me han 
formulado. 


Se plantean tres puntos: uno en lo inmediato y dos a largo plazo. Como se sabe, conforme al Código Penal 
Juvenil los menores son imputables en Uruguay desde los trece años, con una pena máxima de prisión de 
cinco años. No estamos de acuerdo con bajar la edad de imputabilidad más que los dieciocho años y 
queremos que se siga aplicando el Código Penal Juvenil a quienes cometan delitos por encima de los trece 
años. 


Por otra parte, también se menciona en la proclama los locales de reclusión, aspecto central para la fuerza 
política que está en el Gobierno. Uno de los grandes problemas vinculados con la delincuencia juvenil es la 
incapacidad que se mantuvo en el tiempo de mantener a los infractores recluidos. Sin duda, esto implica la 
incapacidad de socializar o resocializar a los infractores, en el caso de que la hubieran tenido. En muchos 
casos, la apuesta es a la socialización, porque muchos de los involucrados nunca la tuvieron, por lo cual la 
falla está fundamentalmente en lo que tiene que ver con la reclusión, y esto se ha discutido en la comisión 
interpartidaria que abordó este punto con todos los partidos políticos, a instancias del Presidente Mujica. Allí 
se asumió un fuerte compromiso de fortalecer prespuestalmente y conformar lo que se llamará no sabemos si 
será el nombre definitivo el Centro de Rehabilitación Penal Juvenil. Se ha dotado de recursos presupuestales 
para este fin, y, seguramente, habrá que tenerlo definido a la brevedad. 


De todas formas, estamos en pleno proceso de discusión para saber cómo se construirá no solo la estructura 
edilicia, sino también los programas y el perfil de los funcionarios que trabajen allí. 


A nuestro entender, este es uno de los temas centrales, por lo que todas las políticas vinculadas con la 
minoridad infractora fracasaron, porque hubo incapacidad para mantener recluidos a los menores infractores. 
Cuando hablamos de menores infractores, nos referimos a un grupo que hace mucho ruido, pero son treinta, 
cuarenta u ochenta, de un total de aproximadamente trescientos. 


Estamos de acuerdo con discutir el tema de cómo proceder con los antecedentes de los menores, y quiero 
aclarar bien hasta dónde pensamos ir. El principio de que los antecedentes caigan, lo compartimos conforme 
a la Convención del Niño y los acuerdos internacionales en materia de minoridad infractora, pero estamos 


dispuestos a discutir que ante determinados delitos que en la categoría que pensamos no serían más de cinco; 
figurarían el homicidio intencional, la violación, de la rapiña, es decir, una categoría determinada de delitos, 
los antecedentes quedaran abiertos, a la orden del Juez, para que ante una comparecencia por un delito en 
calidad de mayor, ya imputable por el Código Penal que rige a los adultos, pudieran tenerse en cuenta. De esa 
manera, el Juez sabrá cómo proceder ante este delincuente que sería primario como adulto, pero cargaría con 
los antecedentes por los delitos que cometió como menor. 


Esta posición tiene una serie de fundamentos, pero voy a plantear la contradicción que terminaría teniendo. 
Repito que asumo la carga emotiva que tiene el tema para el Movimiento, para la sociedad de Paysandú. Por 
ejemplo, a nuestro entender, el arrebato no ameritaría que el menor continuara con el antecedente abierto; sí 
para el caso del homicidio, cuando fuera intencional, cuando el acto delictivo fuera acabar con la vida de 
alguien. Digo esto porque estamos ante un tema delicado, cargado de sensibilidad, por la impronta social que 
tiene, en este caso, para Paysandú, seguramente, por lo que Romina significaba como persona; en este caso, 
estoy al tanto de lo que significaba para la sociedad en que estaba inserta por su calidad de docente. 


Quiero plantear el tema en estos términos, porque no estaría correspondiendo a la visita si solo nos 
quedáramos con lo que el Movimiento tiene que decirnos y nos fuéramos tan solo habiéndolo escuchado. 
Quedo a las órdenes para discutir más en profundidad, ahora o después, los alcances de lo que el Movimiento 
reclama y los fundamentos de lo que expliqué. 


SEÑOR VERRL.- En primer lugar, quiero agradecer a la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración por haber recibido al Movimiento. 


Como Diputado por el departamento, insistimos varias veces con nuestros compañeros para que se concretara 
esta visita, al igual que el señor Diputado Otegui. Creo que para el Movimiento es un hecho importante. 


Este Movimiento no tiene fines políticos ni banderías, y se conformó espontáneamente como reacción a una 
muerte, que realmente golpeó, chocó y sacudió a todos los sanduceros. Lamentablemente, no era la primera 
muerte que protagonizaron menores rapiñeros, arrebatadores. Se trataba de una vida muy joven, que dejó a 
una familia destruida; hablamos de una serie de connotaciones que hizo que espontáneamente la sociedad de 
Paysandú respaldara a este Movimiento, que se conformó casi inmediatamente. 


El Movimiento invitó a todos los Diputados por el departamento, a las autoridades y al Intendente para que lo 
acompañaran. Lo hemos acompañado desde el principio, y por eso sabemos que lo que plantean en la 
Comisión es lo que verdaderamente sienten y la bandera que defienden. 


Por lo tanto, como Representante por el departamento, agradezco sinceramente a la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y Administración. 


En relación con el fondo del asunto, no creo que este sea el ámbito para discutir. El señor Diputado Bayardi 
dice muy honestamente hay que reconocerlo qué piensan él y su fuerza política. Nosotros tenemos otra forma 
de pensar, y ellos lo saben muy bien; por algo estamos recolectando firmas para bajar la edad de 
imputabilidad, porque creemos que ese es uno de los caminos a seguir. No estamos de acuerdo con hacer 
excepciones con los antecedentes de los menores, porque creemos que es un insumo del que debe disponer el 
Juez a la hora de definir, es decir, cuando los menores pasen a cumplir, en el caso de nuestra propuesta, más 
de dieciséis o dieciocho años. 


En lo que sí coincidimos, y que creo que va a salir más rápido en la Comisión bicameral, es en la constitución 
de un instituto de reclusión diferente, que nos permita tener certeza de que no se fugarán, por más que, 
actualmente, esas penas, a nuestro juicio, sean muy cortas. Ese es el fondo del tema, que no vamos a discutir 
con el señor Diputado Bayardi. Simplemente, como él dejó sentada su posición, me vi obligado a dejar 
sentada la nuestra. 


SEÑOR BONILLA.- Como hablaron un Representante del Frente Amplio y un Representante del 
Partido Colorado, yo quiero dejar sentada la posición del Partido Nacional sobre los puntos que se 
expresaron. 


En cuanto al tema de los antecedentes, hay un proyecto del Partido Nacional que establece que se mantengan 
los antecedentes luego de cumplida la mayoría de edad. 


Respecto a la baja de la edad de imputabilidad, desde hace ya un tiempo el Partido Nacional viene manejando 
proyectos en ese sentido. En lo que tiene que ver con la rehabilitación, hay un proyecto que crea el Instituto 
de Rehabilitación del Menor Infractor y que apunta a dos elementos: a que tenga mayor seguridad para que 
no suceda lo que ocurre hoy, que los menores que están recluidos en estos centros tienen una gran libertad 
para escapar y a que realmente rehabilite, lo que hoy, lamentablemente, no se logra. 


SEÑORA TOURNÉ.- No me voy a referir al fondo de la cuestión porque me parece que no es el 
ámbito. El ámbito, como bien explicaba el señor Diputado Bayardi, es el que conocen, y saben 
perfectamente lo que se está discutiendo ahí. Me parece tonto pido disculpas por el calificativo 
explicarles lo que ya saben. 


Me gustaría saludar porque es una iniciativa que siempre impulsamos desde todos los lugares la organización 
de la sociedad civil para participar en el tema de la seguridad, más allá de las propuestas que hagan. Me 
encantaría tener el tiempo para darles mi posición personal, pero no es el momento; me encantaría 
intercambiar ideas. Yo creo que si la sociedad civil se organiza y participa, como lo promovimos en las mesas 
de seguridad, con los otros actores involucrados en la seguridad, la sociedad va a avanzar muchísimo en ese 
sentido, mucho más que si se quedara afuera, solo demandando. Así que el solo hecho de que estén 
organizados como sociedad civil, sin importar la pertenencia política o de otro tipo, ya es importante. Ojalá 
hubiera muchas organizaciones serias que tomaran el tema con responsabilidad. 


Lo que más me interesa, por mi vocación docente, es conseguir que los centros de rehabilitación sean, 
precisamente, centros de rehabilitación. Todos reconocemos haciendo una autocrítica colectiva, porque hace 
años que tenemos el problema de la situación de los niños, niñas y adolescentes que cometen delitos, que los 
Jueces juzgan y que luego no cumplen las penas porque se van del sistema. 


También les digo que el sistema funciona muy mal. Tuve la oportunidad de estudiar los invito a que lo hagan, 
porque los veo interesados e informados un informe muy bueno que hizo UNICEF garantía de que es un 
tercero en la cuestión, que pueden encontrar en la web de UNICEF Uruguay. Esta organización hizo una 
encuesta entre los muchachos que estaban presos en sistemas de alta seguridad. El 72% contestó que en los 
centros no tenían ninguna formación educativa, que al abogado defensor lo veían, con suerte, una vez, que al 
Juez lo veían en el Juzgado, que pasaban encerrados. Y hay testimonios de cómo viven. Con un sistema así, 
no se resocializa a nadie. 


Romina compartiría estos criterios. Si le pudiéramos preguntar, lo que más subrayaría sería la necesidad de 
que los centros de reclusión que tienen que existir, porque el muchacho que agrede a la sociedad tiene que 
pagar realmente rehabiliten. Tenemos que dar a los muchachos la oportunidad de que no vuelvan a delinquir. 
Es terrible leer los testimonios de los muchachos, que dicen: “Estamos encerrados todo el día”, “Solo 
tenemos cuarenta y cinco minutos de recreo”, “Me levanto, me lavo la cara y los dientes, y empiezo a aullar: 
'Quiero el recreo, quiero el patio". Salen una hora y media cuando está el profesor de educación física, y 
luego, vuelven a la cárcel. ¿Qué pensarían ustedes si estuvieran en esa situación? ¿No se fugarían? 


Yo creo que hay que reconocer un gran fracaso en la gestión en materia de resocialización, en que estos 
muchachos formulen un proyecto de vida diferente y en que no vuelvan a salir a la calle para hacer lo único 
que aprendieron a hacer y que ocasiona la tragedia que ustedes vivieron, otras tragedias, y la de ellos, que 
también la sufren. 


Les agradezco la visita, y les reitero que me parece importante que la sociedad civil se organice, colabore y se 
dé cuenta de que un tema tan grande no depende solo de la policía y de los legisladores. Me pongo a sus 
órdenes para pasarles el material al que hice referencia, porque es bueno que lo conozcan. Descuenten mi 
participación en asignar el mayor de los esfuerzos para que exista un instituto de resocialización real de estos 
muchachos, que miren que van a seguir viviendo, porque no desaparecen ni se mueren. Lo que tenemos que 
lograr es que haya menos jóvenes que se dediquen al delito, previniendo, y que los que caigan en el delito, 
puedan encontrar otro camino. Ese es mi punto de vista. 


SEÑORA PEREIRA.- Nosotros ya nos conocemos. El señor Diputado Otegui y quien habla estamos a 
las órdenes. Sabemos lo que están pasando; yo conocía a Romina desde que era niña. 


SEÑOR CAMPO.- La señora Diputada Tourné se adelantó a lo que yo iba a plantear. Evidentemente, 
estas son etapas que con el movimiento nos trazamos en el tiempo. Todo tiene un orden. 


Yo siempre digo que hemos decidido vivir en democracia, en un estado de derecho, y eso no es poca cosa. El 
artículo 7” de la Constitución establece: “Los habitantes de la República tienen derecho a ser protegidos en el 
goce de su vida, honor, libertad, seguridad, trabajo y propiedad. Nadie puede ser privado de estos derechos 
sino conforme a las leyes que se establecen por razones de interés general”. 


Como verán, no me cocino en el primer hervor. Yo me crié con estos valores. Mis padres me educaron en la 
pobreza, en la ignorancia, pero con estos valores. Hoy vengo a pedir, a reclamar, a conversar con ustedes, que 
son los legisladores que nosotros votamos. No estoy equivocado si digo que están sentados acá gracias a 
nosotros, al pueblo. Más allá de estos cuatro puntos que pedimos y que están redactados en esta hojita, la 
razón por la que hoy estamos acá la dijo la señora Diputada Tourné: yo estoy haciendo uso de un derecho 
constitucional de estar sentado en esta silla; es un derecho por haber nacido en la República Oriental del 
Uruguay. Y ustedes, que hoy son Diputados, representantes del pueblo, tienen el deber y la obligación de 
darme seguridad. No me pueden venir con que tienen problemas con el Presupuesto Nacional, con que no da 
la plata para hacer una instalación para dar más seguridad. 


El análisis que hacía la señora Diputada es más claro que el agua. Los datos de UNICEF son responsabilidad 
de nosotros y no solamente de la clase política; son responsabilidad de la sociedad de este país, porque como 
los delincuentes juveniles nos molestan, los encerramos; no los queremos recuperar. El espíritu de este 
movimiento es, como dice la señora Diputada Tourné, mirarnos a los ojos, y ustedes que son políticos, deben 
dejar las banderas políticas y pensar que sus hijos, que sus nietos, quieren una sociedad distinta, un poquito 
más justa, que los versos y los discursos son muy lindos, que lo académico es algo extraordinario materia 
pendiente que no sé si algún día podré concretar, pero que lo más lindo es la igualdad social. Si tenemos 
delincuencia juvenil, vamos a encargarnos de ella; no la encerremos entre cuatro paredes buscando cualquier 
pretexto. 


No me quiero ir de esta sala sin agradecerles enormemente. Cuando entrábamos al Palacio, les decía a mis 
compañeros: “Quién me ve, en este lugar, a mí, un negro del interior, un loquito que apenas terminó cuarto de 
liceo, con lo que me tocó en la vida, con lo que me golpeó la vida”. Y estoy acá con los Diputados, que los 
veo por televisión. Ustedes son libros abiertos para mí. La tienen tan clara y, a su vez, me marean tanto... No 
entiendo por qué, si la tienen tan clara, después no la bajan a la cancha; no sé por qué se pelean por pequeñas 
cosas. Se nos va la vida, compañeros; se nos va la vida. 


Perdonen que haya sido pesado, pero les voy a agradecer toda la vida, y me emociono... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como Presidente de esta Comisión y también de la comisión interpartidaria a 
la que algunos hicieron referencia, les agradezco la visita y seguiremos en contacto. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


